	Fecha
	23 y 25 de abril, 2 y 7 de mayo de 1919
	Sesión número
	33, 35, 39, 43

	Motivo: Habeas Corpus

	Recurrente: Ester Guzmán de Acosta

	Tutelado: Adán Acosta Valverde

	Recurrido: Juez General Militar de Instrucción

	Objeto del recurso: La recurrente reclama que al tutelado, su esposo, se le detuvo arbitrariamente.

	Respuesta del recurrido: Contra el tutelado existe auto de detención por tentativa de rebelión.

	Parte dispositiva
	Sin lugar. Los Magistrados Vargas Pacheco, Rodríguez, Vargas Quesada y Castro, así como el Conjuez Jiménez Ortiz, salvan el voto y declaran con lugar el recurso.


N° 33
SESIÓN EXTRAORDINARIA DE LA CORTE PLENA celebrada a las dos y quince minutos de la tarde del veintitrés de abril de mil novecientos diecinueve, con asistencia de los señores Magistrados: Esquivel (Presidente), Brenes, Jiménez, Vargas Pacheco, Zelaya, Rodríguez, Vargas Quesada, Solórzano, Fernández y Castro, y el Conjuez Licenciado Francisco Montero Barrantes.

Artículo I
Se dio lectura al recurso de Hábeas Corpus interpuesto por la señora doña ESTER GUZMÁN de ACOSTA, a favor de su esposo el Licenciado don ADÁN ACOSTA VALVERDE, y a los informes respectivos. Puesto a discusión el asunto, el señor Magistrado Zelaya manifestó que como el Conjuez señor Montero Barrantes integraba actualmente la Sala de Casación, y tenía pendiente un recurso de Hábeas Corpus interpuesto por él a favor de su hijo el doctor Aniceto Montero Chaves, creía que por tratarse ahora de un caso idéntico de Hábeas Corpus, tenía impedimento para conocer del presente asunto, conforme a los artículos 115 de la Constitución y 167, inciso octavo, de la Ley Orgánica de Tribunales. El Conjuez señor Montero manifestó que formularía la excusa en el expediente, y con ese objeto el señor Presidente suspendió la sesión por unos minutos. Reanudada con asistencia de los mismos señores Magistrados, y habiéndose ausentado el Conjuez señor Montero, se puso en discusión la excusa por él presentada y en definitiva se le declaró separado del negocio, por estimar el Tribunal que la causa alegada constituye impedimento. Practicada la elección del Conjuez que debe reponerle, resultó designado por la suerte el Conjuez Licenciado Carlos María Jiménez Ortiz.

N° 35
SESIÓN EXTRAORDINARIA DE LA CORTE PLENA celebrada a las dos y diez minutos de la tarde del veinticinco de abril de mil novecientos diecinueve. Concurrieron los señores Magistrados: Esquivel (Presidente), Brenes, Jiménez, Vargas Pacheco, Zelaya, Rodríguez, Vargas Quesada, Solórzano, Fernández y Castro, y el Conjuez Pedro Pérez Zeledón.

(…)

Se suspendió la sesión por unos minutos, y el Conjuez señor Pérez Zeledón (…) se retiró. Reanudada la sesión con asistencia de los mismos señores Magistrados y además del Conjuez Licenciado Carlos María Jiménez Ortiz, se conoció del siguiente asunto.

Artículo I
Fue examinado el recurso de Hábeas Corpus interpuesto por la señora ESTER GUZMÁN de ACOSTA, a favor de su esposo el Licenciado don ADÁN ACOSTA VALVERDE, quien se encuentra preso en la cárcel de esta ciudad a la orden del señor Juez General Militar de Instrucción. Del informe dado por dicho Juez, aparece que contra el Licenciado Acosta se ha dictado auto de detención por el delito de tentativa de rebelión, y que los fundamentos de ese auto son los mismos a que se ha referido al informar respecto del recurso del Doctor Montero Chaves. Puesto a discusión el asunto, el señor Magistrado Jiménez propuso que se pidiera al Juez Militar copia del auto de detención y de los fundamentos del mismo, conforme ya se había acordado al conocerse del recurso de Hábeas Corpus interpuesto a favor del Doctor don Aniceto Montero Chaves. Recibida la votación del caso, resultó aprobada por unanimidad la proposición del señor Jiménez.
N° 39
SESIÓN EXTRAORDINARIA DE LA CORTE PLENA celebrada a la dos y cincuenta de la tarde del dos de mayo de mil novecientos diecinueve, con asistencia de los señores Magistrados: Brenes (Presidente accidental), Jiménez, Vargas Pacheco, Zelaya, Rodríguez, Vargas Quesada, Solórzano, Fernández y Castro, y los Conjueces Licenciados Carlos Brenes Ortiz y Carlos María Jiménez Ortiz.

Artículo único
Se dio cuenta con el recurso de Hábeas Corpus interpuesto por la señora ESTER GUZMÁN de ACOSTA, a favor de su esposo el Licenciado don ADÁN ACOSTA VALVERDE. Se leyó el informe último dado por el Juez Militar, en el que manifiesta que se encuentra imposibilitado para suministrar a la Corte copia literal del auto de detención recaído contra el señor Acosta y compañeros, así como de las declaraciones y demás pruebas que le sirven de fundamento, debido a que el proceso respectivo pende actualmente del señor Comandante de Plaza de esta provincia, para conocer de unos recursos de apelación. Discutido el recurso, se acordó, antes de resolver lo que corresponda, solicitar el informe del señor Comandante de Plaza de aquí o del Juez Militar si el proceso le hubiere sido devuelto, el cual deberá darse dentro del término de veinticuatro horas. Los Magistrados Brenes y Zelaya hicieron la misma salvedad que al tratarse del anterior recurso del Doctor Montero Chaves. El Magistrado Castro y los Conjueces Brenes y Jiménez no estuvieron de acuerdo con esta ampliación, sino porque se revolviera el recurso con los datos hasta ahora existentes.
N° 43
SESIÓN EXTRAORDINARIA DE LA CORTE PLENA celebrada a la una y media de la tarde del siete de mayo de mil novecientos diecinueve. Concurrieron los señores Magistrados: Esquivel (Presidente), Brenes, Jiménez, Vargas Pacheco, Zelaya, Rodríguez, Vargas Quesada, Solórzano, Fernández y Castro, y el Conjuez Carlos María Jiménez Ortiz.

Artículo I
Se tomó en consideración el recurso de Hábeas Corpus interpuesto por la señora doña ESTER GUZMÁN de ACOSTA, a favor de su esposo el Licenciado don ADÁN ACOSTA VALVERDE, quien permanece detenido en la Cárcel de esta ciudad a la orden del Juez General Militar de Instrucción por haberse dictado contra él y otras personas un auto que autoriza su prisión preventiva por el delito de tentativa de rebelión. Se leyó el último informe dado a instancias del Tribunal por el Juez Militar, y la certificación del auto referido, dictada con fecha las ocho de la mañana del diecinueve de abril último. Discutido el asunto se acordó, por mayoría, decalrar sin lugar el recurso de que se ha hecho mérito, por haber un auto de detención contra el Licenciado Acosta dictado por autoridad competente, y por no estarse a juicio del Tribunal en ninguno de los casos del artículo 8° de la Ley número 4 de 13 de noviembre de 1909. Los Magistrados Vargas Pacheco, Rodríguez, Vargas Quesada y Castro, y el Conjuez Jiménez Ortiz, votaron por la procedencia del recurso.
El Magistrado Vargas Pacheco se fundó en las siguientes consideraciones: que según el artículo 30 de la Constitución vigente, ningún arresto puede exceder de tres días sin que venga un auto formal de detención en el cual se exprese el delito que se le imputa al detenido y el lugar, tiempo y circunstancias de su ejecución y los datos que arroje la sumaria; que en el auto de detención certificado en este recurso se expresa que la prueba testimonial recibida comprueba la existencia del delito de tentativa de rebelión, de ser uno de sus autores el detenido y el momento en que se iba a efectuar el alzamiento, y se omite la expresión requerida por el texto constitucional, tanto del lugar, tiempo y circunstancias de ejecución de la tentativa, que es cosa distinta de las circunstancias del plan de rebelión, como la expresión de los datos que arroja la sumaria también sobre la tentativa, o sean todos los antecedentes necesarios para llegar al conocimiento exacto de ésta; que estos requisitos constitucionales tienden a establecer desde el comienzo de la detención la certeza del delito imputado, y por lo tanto la omisión de ellos priva al auto del señor Juez General Militar de Instrucción de las formalidades necesarias para que el arresto pueda exceder de tres días.

Los Magistrados Rodríguez y Castro fundaron su voto en las siguientes consideraciones: que por no haber satisfecho al Tribunal el primer informe del Juez Militar, en cuanto a los motivos que hubieran servido de base a la detención del recurrente, se pidió una ampliación completa, cuyos puntos se señalaron en el auto correspondiente, y a fin de formar la convicción necesaria para juzgar el caso. Que, venido el nuevo informe, en él no aparecieron los datos solicitados por la Corte Suprema; antes bien, excusas para no darlos. Que, visto el auto de detención certificado en el propio informe, no hallan tampoco cargo alguno concreto, relativo al recurrente, que les hiciera tener por justa la prisión guardada, y notan que no se cumplía tampoco con lo ordenado en el artículo 30 de la Constitución Política, en cuanto exige que sea un auto formal comprensivo de los datos que arroje la sumaria. Que en esa virtud, tienen el caso en estudio como desprovisto de información, y de acuerdo al artículo 9° de la Ley de Hábeas Corpus de 13 de noviembre de 1909, declaran con lugar el recurso.
El Magistrado Vargas Quesada fundó su voto en las mismas razones que se apoyan los Magistrados señores Licenciado don Pablo M. Rodríguez y don Luis Castro Saborío, y además por las siguientes: el artículo 25 de la Constitución dice: “Ninguno puede ser juzgado por Comisión, Tribunal o Juez especialmente constituidos, sino por el Tribunal que señale la ley y que se haya establecido por ésta con anterioridad. No se sujetaría a la jurisdicción militar, sino a los que cometieren delito de sedición y rebelión”, etc. Como esa disposición debe ser interpretada restrictivamente, no debe entenderse que el Juez Militar tenga jurisdicción para conocer de los delitos de tentativa de sedición o rebelión, que no han sido expresamente mencionados en el citado artículo.
El Magistrado Fernández fundó su voto en las mismas razones que expresó al resolver el recurso anterior, y por estar suspensas las garantías.

El Conjuez Jiménez Ortiz, al votar, entregó al Secretario, sin leer, un papel en el que dijo expresaba las razones de su voto, el cual dice así:

“Señores Magistrados: Yo lamento que el capricho de la suerte me haya hecho Juez de este asunto. Si en negocios como el presente, tratándose del Gobierno, cupiera la excusa o la inhibición, yo me habría excusado o inhibido. Tengo dolorosas razones para ello. Pero puesto que es mi deber acudir al llamamiento de la Corte y emitir mi voto, lo doy declarando con lugar el recurso de Hábeas Corpus, y diciendo que debe ordenarse la libertad del Lic. don Adán Acosta Valverde. Mis razones son las siguientes:
I. El delito que se imputa al Lic. Acosta es el de haber conspirado para alzarse en armas contra el Gobierno. Informa el Juez Militar que el Lic. Acosta estaba conspirando en una revolución combinada con un movimiento armado que habría de nacer en el exterior. El delito de alzamiento en armas está previsto y castigado por el artículo 438 del nuevo Código Penal. Los atentados contra la vida o la libertad del Presidente de la República, de los Ministros o de los miembros de los Poderes Públicos, los pena el artículo 439 siguiente del mismo Código. El inciso final de este último agrega: ‘La proposición y la conspiración para cometer los delitos dichos serán reprimidos… etc.’ – Este inciso comprende solamente los delitos del artículo 439. Si el legislador hubiera querido referirse a los delitos previstos en el artículo anterior, lo habría consignado expresamente como lo hizo en el Código antiguo. De la lectura de los dos artículos relacionados se deduce sin esfuerzo que la conspiración de atentado contra la vida o la libertad de los altos funcionarios sí está penada; pero que no lo está la conspiración para el alzamiento en armas. El artículo 32 del mismo nuevo Código dispone que ‘salvo las excepciones que la ley establece, no se estimarán como tentativa ni por consiguiente serán punibles en ningún concepto, la proposición y la conspiración para delinquir’. Por consiguiente, no estando como no está, expresamente penada la conspiración del delito de alzamiento en armas, la autoridad militar no ha tenido derecho para decretar la prisión del Lic. Acosta. La intención reflexiva del legislador de no castigar la conspiración de sedición—seguramente porque mientras no hay vías de hecho no hay daño ni alarma sociales—se desprende de modo indubitable de los dos hechos siguientes: a) en el Código Penal antiguo, la conspiración para el alzamiento a mano armada estaba expresamente penada por el artículo 147 en referencia al 143; b) en el proyecto de Código Penal redactado por el Lic. don José Astúa Aguilar, que el Senado tuvo por guía para la emisión del Código vigente, la conspiración y la proposición del delito de en cuestión están también terminante y especialmente castigados por el artículo 428 del proyecto. Cabe, por tanto, afirmar que la acción que se atribuye al detenido no está penada por ley preexistente a la ejecución de aquella, y que consecuentemente, de acuerdo con el inciso 2° del artículo 8° de la Ley de 13 de noviembre de 1909, procede decretar la cancelación de la orden de prisión y la libertad inmediata del perjudicado.
II. Esta Corte ha tenido y tiene completo derecho para exigir a la autoridad que dictó la orden de arresto un informe amplio con inserción íntegra del auto de detención, y hasta de pedir los autos ad effectum videndi, con el fin de constatar de conformidad con lo que ordena el inciso 3° del artículo 8° antes citado, si la detención no se ha hecho en contra de lo prevenido en el artículo 30 de la Constitución Política, que textualmente dice: ‘Artículo 30. (…) Ningún arresto podrá exceder de tres días sin que venga un auto formal de detención, en el cual se exprese el delito que se imputa al detenido y el lugar, tiempo y circunstancias de su ejecución y los datos que arroje el sumario”… Ahora bien, el informe rendido por el Juez Militar es sumamente deficiente, y el auto de detención, a mi juicio, no reúne las condiciones que exige la Constitución en resguardo de la garantía individual. Por tanto, estimo que la detención se ha hecho en contra de lo prevenido en el artículo 30 de la Constitución, y que consecuentemente, de conformidad con el inciso 3°del artículo 8° de la Ley de Hábeas Corpus, procede el recurso.
III. Para apoyar la última serie de razones que tengo a favor de la procedencia del recurso – razones de pura conciencia – creo de mi deber manifestar primeramente que, en mi concepto, la Corte Plena constituida en Tribual para conocer del recurso de Hábeas Corpus (inciso 5°, art. 53, Ley Orgánica de Tribunales) tiene el carácter de Tribunal de conciencia. Si la ley, tratándose de la libertad de prensa, para el conocimiento de los delitos de imprenta le da al Tribunal de Casación aquel carácter, ¿por qué habría de negárselo al gran Tribunal de Corte Plena, tratándose de garantía más preciosa, cual es la libertad individual, y del recurso correspondiente? Entrando, pues, con tal convicción en la apreciación personal de los documentos procedentes del Juzgado Militar, debo declarar sin ambages que aquellos no me satisfacen. Mi conciencia me dice que el distinguido ciudadano señor Acosta es inocente de los cargos que se le hacen, aun cuando fuesen punibles; y que el hecho cierto de su inculpabilidad está muy por encima de aquellos documentos, aun cuando estos se encontraran arreglados al precepto constitucional. Yo no puedo ligar mi fallo a una actuación que no me merece fe, por dos órdenes de razones: 

PRIMERO: Porque yo ni nadie en este país cree en la efectividad de movimientos sediciosos. Está en la conciencia de todos que el régimen actual ha logrado extirpar de raíz estos intentos. Todos los rumores, todas las alarmas, todas las numerosas y crueles prisiones de la vez última, quedaron sin justificación y cesaron tan pronto como a satisfacción del Gobierno se efectuaron las últimas elecciones para Congresales.
SEGUNDO: Porque la conducta del actual Juez Militar, en sus relaciones con el Poder Judicial y en los negocios en que yo he intervenido como abogado, me autoriza hoy como juez de conciencia a, para negarle valor a sus actuaciones:
a) Recuérdese que en el recurso establecido a favor del Doctor don Antonio Giustiniani, no fue acatada la prevención de esta Corte de no ejecutar la orden de extrañamiento antes de que el caso hubiese sido resuelto.

b) No se olvide que en los recursos a favor de los Licenciados Guardia, Volio y Padilla, en los cuales intervine como abogado, sin haber sido sustanciados los Hábeas Corpus fueron aquellos honorables señores mandados al Presidio de San Lucas.

c) Téngase presente que, en análogas diligencias, iniciadas por mí con motivo de la dolorosa prisión política que por más de catorce meses sufrieron los extranjeros Pedro Almarales, cubano y Ramón Álvarez, nicaragüense, en la Penitenciaría de esta capital, requerido el Juez Militar por la Sala Segunda de Apelaciones para que explicara la extraordinaria retardación del proceso que se dice existe, aquel funcionario guardó profundo silencio.
d) Nótese que en el proceso militar seguido contra el Oficial de las Milicias, Carlos Alvarado, por delito que la Sala calificó de asesinato frustrado en la persona de don Carlos Chaverri, la causa que, según el artículo 25 de la Constitución, debió haber sido enviada en consulta del fallo militar, permanece ilegalmente detenida hace meses por la autoridad militar.

e) Tampoco debe perderse de vista en este momento que la Corte, cuando declaró procedente el recurso de Hábeas Corpus interpuesto en favor del Lic. don Arturo Volio, ordenó al mismo tiempo que se abriera proceso contra el Juez Militar por prisión arbitraria, y que en las mencionadas diligencias de amparo a favor de los señores Amarales y Álvarez la Sala Segunda de Apelaciones, por resolución de las 2 ½ p.m. del 15 de abril próximo pasado, consideró que la conducta del Juez Militar en aquel asunto daba lugar “no a una simple corrección disciplinaria, sino a su remoción”, y así lo hizo saber al superior inmediato militar del Juez.

Esos hechos, detenidamente analizados, entrañan monstruosas arbitrariedades, complicidades gravísimas y el mayor desacato a los Tribunales Superiores de Justicia y a esta Corte, y me impiden otorgarle mi confianza a los informes y aclaraciones de aquel funcionario. Por todo lo cual, declaro procedente el Hábeas Corpus”.
